SOLICITUD DE EJERCICIO DE LA 
FACULTAD DE ATRACCIÓN 314/2012
SOLICITUD DE EJERCICIO DE LA
FACULTAD DE ATRACCIÓN 338/2014

SOLICITUD DE EJERCICIO DE LA FACULTAD DE ATRACCIÓN 338/2014.

SOLICITANTE: MINISTRA OLGA SÁNCHEZ CORDERO DE GARCÍA VILLEGAS. 
ponente: MINISTRA OLGA SÁNCHEZ CORDERO DE GARCÍA VILLEGAS.

secretario: IGNACIO VALDÉS BARREIRO.
COLABORÓ: SAMARA YVONNE SABIN MEJIA.

Vo. Bo. 
México, Distrito Federal. La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la sesión correspondiente al día dieciocho de febrero de dos mil quince, emite la siguiente:
R E S O L U C I Ó N 
Mediante la cual se resuelven los autos de la solicitud de ejercicio de la facultad de atracción 338/2014, relativa al amparo en revisión **********, del índice del Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, a efecto de determinar si se reúnen los requisitos de importancia y trascendencia, en virtud de que en esencia los agravios hechos valer por los recurrentes se orientan a determinar lo siguiente:

· ¿Es el Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos (IFAI), competente para determinar si una averiguación previa cae dentro de la hipótesis de excepción a la reserva de acceso a la información, prevista en el artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, es decir, puede pronunciarse respecto de si los hechos de una investigación contenida en alguna averiguación previa constituyen violaciones graves a derechos humanos o delitos de lesa humanidad?

· ¿Es necesario el pronunciamiento previo de autoridades competentes como la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, las Comisiones estatales, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la Corte Penal Internacional o el Poder Judicial de la Federación, para que el IFAI pueda actualizar la excepción prevista en el artículo 14, último párrafo de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental?
· Si el IFAI se pronuncia respecto de la multicitada excepción de reserva, independientemente del o de los tipos penales por los que la Procuraduría General de la República haya iniciado la averiguación previa de referencia o de las demás investigaciones de otras autoridades competentes, ¿se estaría extralimitando de las facultades con las que cuenta el instituto? 
· ¿Es un impedimento para permitir el acceso a la información solicitada a la quejosa, que la investigación de los hechos delictivos se encuentre concluida y consignada ante el Poder Judicial de la Federación, para el ejercicio de la acción penal?

I. ANTECEDENTES
1. El seis de diciembre de dos mil once, **********, solicitó a la Procuraduría General de la República, a través del sistema INFOMEX, la versión pública de la Averiguación Previa del caso de la masacre de los setenta y dos migrantes ejecutados en San Fernando, Tamaulipas, en el año dos mil diez.
2. La Procuraduría General de la República respondió a la solicitud el veinte de febrero de dos mil doce, mediante el oficio **********, suscrito por el Director General de Asuntos Jurídicos, en el cual comunicó que la información solicitada se encontraba clasificada como reservada en términos de los dispuesto en el artículo 40, fracción XXI, de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, en los artículos 5, 6, y 63, fracción XII, de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, en el artículo 16 del Código Federal de Procedimientos Penales, en el artículo 225, fracción XXVIII del Código Penal Federal y en el artículo 14, fracciones I y III, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental.

3. En contra de lo anterior, el siete de marzo de dos mil doce, **********, interpuso recurso de revisión ante el Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos.
4. Posteriormente, ********** recibió por medio de correo electrónico, la resolución al recurso de revisión radicado como **********, emitida en sesión de veinte de junio de dos mil doce, suscrita por cada uno de los miembros del Pleno del Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos (IFAI), en la cual se confirmó la clasificación de reserva de la información solicitada (la versión pública de la Averiguación Previa del caso de la masacre de los setenta y dos migrantes ejecutados en San Fernando, Tamaulipas, en el año dos mil diez), por considerar que se configuraba la causal de reserva prevista en el artículo 14, fracciones I y III de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en relación con el artículo 16 del Código Federal de Procedimientos Civiles.
5. Inconforme con lo anterior, **********, promovió juicio de amparo indirecto, del cual correspondió el conocimiento al Juzgado Sexto de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal, en el expediente **********, el que dictó sentencia el once de febrero de dos mil trece, concediendo el amparo y protección de la justicia federal a **********, al considerar que el acto reclamado no precisó si la causa de excepción del último párrafo del artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental cobraba vigencia en el caso; ni expuso las razones por las cuales no se abordaba el estudio de ese tema. La concesión del amparo fue para el efecto de que se dejara insubsistente la resolución reclamada y se dictara una nueva con libertad de jurisdicción.
6. En contra de lo anterior, el veintiocho de febrero de dos mil trece, el Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos y la Procuraduría General de la República, interpusieron sendos recursos de revisión, de los que conoció el Décimo Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito en Materia Administrativa del Primer Circuito en el expediente **********, el que dictó sentencia el uno de agosto de dos mil trece, en el sentido de confirmar la sentencia recurrida.
7. Así, el cuatro de septiembre de dos mil trece, el Instituto Federal de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos, emitió una nueva resolución en cumplimiento a la ejecutoria de amparo, en la que determinó confirmar la reserva de la información sobre la versión pública de la averiguación previa de la masacre de los migrantes ejecutados en San Fernando, Tamaulipas, conforme a lo dispuesto en el artículo 14, fracciones I y III de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, y el artículo 16 del Código Federal de Procedimientos Penales.
II. TRÁMITE

8. Demanda de amparo. Mediante escrito presentado el veintisiete de septiembre de dos mil trece, en la Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal, **********, promovió juicio de amparo directo, contra el acto y autoridades que a continuación se indican:
AUTORIDADES RESPONSABLES:

· Instituto Federal de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales.

ACTOS RECLAMADOS:

· La resolución del recurso de revisión RDA **********, de cuatro de septiembre de dos mil trece.
9. La parte quejosa señaló como derechos constitucionales violados en su perjuicio, los establecidos en los artículos 1, 6 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; narró los antecedentes del acto reclamado y expresó los conceptos de violación que estimó pertinentes.

10. En proveído de uno de octubre de dos mil trece, el Juzgado Sexto de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal, admitió la demanda de amparo y radicó el asunto con el número **********.
11. El trece de marzo de dos mil catorce, el juez de distrito dictó sentencia, en la que concedió el amparo y protección de la justicia federal a la quejosa.
12. Interposición del recurso de revisión. Inconformes con lo anterior, el cuatro de abril de dos mil catorce, el Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos, en su carácter de autoridad responsable y la Procuraduría General de la República, en su calidad de tercero interesado, interpusieron sendos recursos de revisión; a los que se adhirió **********, el seis de mayo de dos mil catorce. 
13. Correspondió conocer del asunto al Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, el cual registró el asunto con el número **********.
14. Solicitud de ejercicio de la facultad de atracción. Mediante escrito recibido en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, el veinte de mayo de dos mil catorce, **********, solicitó la atracción del amparo en revisión **********, del índice del Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito.
15. Trámite del ejercicio de la facultad de atracción. Por oficio SGA/MFEN/1553/2014, de veintidós de mayo de dos mil catorce, se envió a la Secretaría de Acuerdos de la Primera Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, la presente solicitud de ejercicio de la facultad de atracción 338/2014, por tratarse de un asunto de la competencia de la Primera Sala.

16. En proveído de veintiséis de mayo de dos mil catorce, el Ministro Presidente de la Primera Sala, tuvo por recibido el oficio SGA/MFEN/1553/2014, signado por el Secretario General de Acuerdos de este Alto Tribunal, y en atención a la petición de la solicitante y ante la falta de legitimación para solicitar el ejercicio de la facultad de atracción para conocer del citado asunto, sometió a la consideración de la Señora y Señores Ministros Integrantes de la Primera Sala.

17. En sesión privada de dieciocho de junio de dos mil catorce, ante la falta de legitimación de la solicitante, la Señora Ministra Olga Sánchez Cordero de García Villegas, hizo suya la petición de solicitud de ejercicio de la facultad de atracción del amparo indirecto **********, del índice del Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito; por tanto, se solicitó al Presidente de dicho órgano colegiado, remitiera a este Alto Tribunal los autos de referencia.
18. En cumplimiento a lo anterior, el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, remitió el juicio de amparo indirecto **********, y el amparo en revisión **********, entre otras constancias, los cuales fueron recibidos en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, el veintisiete de junio de dos mil catorce.
19. Por acuerdo de treinta de junio de dos mil catorce, el Señor Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, Presidente de la Primera Sala de este Alto Tribunal, admitió a trámite la presente Solicitud de Ejercicio de la Facultad de Atracción y ordenó turnar los autos a la ponencia de la Señora Ministra Olga Sánchez Cordero de García Villegas, para la elaboración del proyecto de resolución correspondiente.
III. COMPETENCIA

20. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para resolver si ejerce o no la facultad de atracción para conocer del amparo en revisión **********, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 107, fracción VIII, penúltimo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 85 de la Ley de Amparo y 21, fracción II, inciso b), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con lo dispuesto en los puntos Primero, Segundo, fracciones III y IX, Tercero, y Cuarto, del Acuerdo General 5/2013, del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicado en el Diario Oficial de la Federación el veintiuno de mayo de dos mil trece.

IV. LEGITIMACIÓN

21. Ante la falta de legitimación de **********, en términos de los artículos 107, fracción VIII, penúltimo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con el artículo 21, fracción III, inciso b), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, los Ministros de la Suprema Corte cuentan con legitimación para solicitar de oficio el ejercicio de la facultad de atracción, de ahí que la petición que hace la Señora Ministra Olga Sánchez Cordero de García Villegas, integrante de la Primera Sala de este Alto Tribunal, proviene de parte legítima.
V. CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS

22. Materia de estudio. Para determinar si en el presente asunto se debe o no ejercer la facultad de atracción para conocer del amparo en revisión ********** del índice del Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, es necesario a efecto de ubicar la existencia de temas de importancia y trascendencia, precisar los conceptos de violación de la parte quejosa en su demanda de amparo, las consideraciones del Juez de Distrito para otorgar la protección solicitada y los agravios hechos valer en los recursos de revisión interpuestos; así como las razones de ********** para solicitar la facultad de atracción, los cuales se sintetizan a continuación. 
23. Conceptos de violación en el juicio de amparo **********. En la demanda de amparo promovida por **********, expresó como conceptos de violación, esencialmente lo siguiente:
Primer concepto de violación. 

· La quejosa alegó que la resolución del Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos (IFAI) del recurso de revisión RDA **********, viola lo dispuesto en el artículo 6, apartado “A”, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, toda vez que el referido instituto omitió aplicar la excepción de la reserva de información cuando se trata de la investigación de violaciones graves a los derechos fundamentales, prevista en el artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, violando el principio de máxima publicidad y en consecuencia su derecho de acceso a la información, al no realizar una interpretación conforme.

· Señaló que de conformidad con el principio de máxima publicidad la autoridad debe considerar que toda la información derivada del actuar del gobierno es pública, por lo que para restringir su acceso es necesario un análisis previo para determinar si existe o no una causal de reserva por atentar al interés público, y en caso de duda, la autoridad debe optar por la publicidad de la información garantizando así el derecho a la información, lo cual es acorde a la exposición de motivos de la reforma del artículo 6, fracción I, de la Constitución Federal.
· Alegó que tomando en consideración que el ejercicio de los derechos fundamentales no es absoluto ya que admiten algunas excepciones, la autoridad debe realizar una ponderación conforme a la cual si la divulgación de cierta información puede poner en riesgo el interés público, la información puede reservarse de manera temporal, sin embargo esas excepciones deben ser interpretadas de manera restringida y limitada a lo estrictamente necesario para la protección del interés público preponderante.
· Manifestó la quejosa que si bien el artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental considera como información reservada las averiguaciones previas, también establece que no podrá invocarse el carácter de reservada cuando se trate de investigaciones de violaciones graves de derechos humanos o delitos de lesa humanidad, en razón del interés de la sociedad en su conjunto de conocer todas las diligencias que se estén llevando a cabo para la oportuna investigación, detención, juicio y sanción de los responsables.

· Agregó que el no permitir el acceso a la información en estos casos, afecta a las víctimas y ofendidos en forma directa por los hechos antijurídicos y a toda la sociedad por la gravedad y las repercusiones que implican.

· Posteriormente la quejosa citó la tesis aislada de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación de rubro “VIOLACIONES GRAVES A DERECHOS HUMANOS SU CONCEPTO PARA EFECTOS DEL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN DE LA AVERIGUACIÓN PREVIA QUE LAS INVESTIGA.”, y refirió que dicha tesis enmarca los lineamientos que en materia de acceso a la información debe seguir el Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos (IFAI) para determinar si el caso concreto encuadra en la hipótesis normativa prevista en el último párrafo del artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, relativa a la excepción de reserva cuando exista una violación grave a derechos humanos, privilegiando así el principio de máxima publicidad; lineamientos que en su consideración, la autoridad responsable no siguió, ya que el caso concreto versó sobre violaciones graves a derechos humanos, en razón de que la información solicitada es relacionada con la investigación de la muerte de setenta y dos migrantes entre los que se encontraban mujeres y menores de edad provenientes de centro y Sudamérica en su tránsito hacia a los Estados Unidos de Norteamérica, los cuales fueron secuestrados y asesinados en el Estado de Tamaulipas.
· Señaló que debe hacerse notar que si bien es cierto el Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos (IFAI) es el responsable de aplicar la excepción de la reserva en los casos en que la información versa sobre la investigación de violaciones graves a derechos fundamentales o delitos de lesa humanidad, ello no implica que tenga la facultad terminal de determinar la existencia definitiva de dicha violaciones, es decir que la interpretación que haga el referido instituto será dentro del ámbito administrativo de su competencia. 
· A mayor abundamiento refirió que el IFAI puede, sin prejuzgar el asunto, hacer un pronunciamiento prima facie de que los hechos materia de investigación pueden ser constitutivos de violaciones graves a los derechos humanos y de esa manera privilegiar el principio de máxima publicidad, lo cual señaló fue resuelto en la sentencia de amparo en revisión 168/2011 de treinta de noviembre de dos mil once, por esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.
· Argumentó que no obstante lo anterior, el IFAI al resolver sobre el recurso revisión RDA ********** dejó de considerar que los hechos que enmarcan la investigación de la masacre de migrantes ejecutados en San Fernando, Tamaulipas, son hechos que a todas luces pueden constituir una violación grave a derechos humanos, y por ello debió aplicar la excepción de la reserva de información dispuesta en el último párrafo del artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental.

· Refirió que en el caso, el Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos (IFAI) para negar el acceso a la información tuvo acceso a la averiguación previa solicitada y únicamente constató la inexistencia de algún pronunciamiento sobre violaciones graves a derechos humanos o delitos de lesa humanidad, siendo que el que no se haya hecho un pronunciamiento previo en ese sentido por parte de la autoridades investigadoras no es determinante para negar su configuración, además de que no realizó un análisis exhaustivo, ya que la información que tuvo a la vista no se encontraba íntegra.

· Asimismo señaló que el IFAI debió realizar un análisis del caso siguiendo los lineamientos de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación y de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, para determinar que el caso concreto trata sobre violaciones graves a derechos humanos ya que las circunstancias cumplen con los requisitos de número, intensidad, amplitud, generalidad, frecuencia, prolongación en el tiempo, y participación del Estado.

Segundo Concepto de violación.

· La parte quejosa manifestó que el recurso de revisión RDA **********, viola el principio de legalidad previsto en el artículo 16 de la Constitución General de la República ya que la autoridad responsable aplicó indebidamente lo dispuesto en el artículo 14, fracciones I y III de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, al realizar argumentos incongruentes y haciendo una interpretación restrictiva de dicho supuesto normativo.

· Alega que el acto reclamado no cumple con los requisitos mínimos formales exigidos por la Constitución Federal, ya que no se realizó un debida fundamentación y motivación, en razón de que la autoridad responsable dejó de aplicar la excepción de reserva de información prevista en el último párrafo del artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental.

· La quejosa estimó que conforme a la lectura del considerando quinto del acto reclamado se advierte que el IFAI viola el principio de legalidad de los actos de autoridad previsto en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que no consideró a) que el caso versa sobre la investigación de violaciones graves a derechos humanos; b) que se debió adecuar los supuestos normativos a los hechos, razones y circunstancias específicas del caso en lugar de dar cuenta de las razones por las cuales no aplica la excepción de reserva de información, c) que no existe ninguna fuente de derecho que señale que para invocar la excepción de reserva por violaciones graves a derechos humanos es necesario un pronunciamiento previo de autoridad competente; y d) que el motivo de la litis del acto reclamado, en ningún momento estuvo relacionado con su posibilidad para calificar las violaciones graves a derechos humanos en un tipo penal y nombrar a los probables responsables, sino a aplicar en el orden administrativo la excepción de reserva dispuesta en el último párrafo del artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental.

· Señaló que el IFAI es la autoridad competente para interpretar en el ámbito administrativo la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, conforme al principio por persona.

· Argumentó que el IFAI confunde a la quejosa y soslaya el principio de certeza jurídica del gobernado, al determinar que no se encuentra facultado para calificar la existencia de violaciones graves a derechos humanos aduciendo que el ámbito de su competencia es el administrativo y no el penal.

· Refirió que la autoridad responsable erróneamente señaló que conforme a lo dispuesto en el artículo 1º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, no puede otorgar la protección del derecho de acceso a la información en algún otro ámbito que no sea el que le compete, siendo que la quejosa le señaló que sí tiene competencia para determinar esa cuestión sin prejuzgar, a través de una presunción razonable prima facie.

· Finalmente alegó que el motivo de la litis en ningún momento fue sobre la capacidad del IFAI de calificar la existencia de violaciones graves a derecho humanos, sino de su capacidad de interpretar y aplicar, en el ámbito administrativo la excepción de reserva dispuesta en el último párrafo de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental; lo que a consideración de la quejosa le genera incertidumbre por ser una motivación incongruente.

Tercer concepto de violación.

· La quejosa señaló que la resolución al recurso de revisión reclamado viola los artículos 1º y 6º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 19 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, 19 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y el 13 de la Convención Interamericana de Derechos Humanos, toda vez que el IFAI como órgano revisor y garante del acceso a la información no ejerció el control de convencionalidad al que está obligado y por ende no procuró de manera amplia su derecho a la información.

· Que de conformidad con lo establecido por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Gomes Lund y otros vs. Brasil, toda persona, incluyendo los familiares de las víctimas de graves violaciones a derechos humanos, tienen el derecho a conocer la verdad, por lo que la autoridades estatales no se pueden amparar en mecanismos como el secreto de estado o la confidencialidad de la información.

· Por lo que estimó que el derecho de acceso a la información deber ser interpretado atendiendo a los instrumentos antes señalados, favoreciendo en todo tiempo su más amplia protección, por lo que el IFAI en sus resoluciones debe mostrar cómo es que ejerció el control de convencionalidad, de conformidad con las interpretaciones que los tribunales nacionales e internacionales han realizado al respecto, lo cual el IFAI no hizo, limitándose a justificar su imposibilidad de aplicar la excepción de reserva de información.

24. Consideraciones del Juzgado Sexto de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal en el juicio de amparo indirecto **********.

· El Juez Sexto de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal, dictó sentencia el trece de marzo de dos mil catorce, en la que determinó que la resolución del recurso de revisión en la que se confirmó la reserva de la información respecto de la averiguación previa **********, iniciado con motivo de la masacre de San Fernando, Tamaulipas, ocurrida en el año dos mil diez, vulnera en perjuicio de la quejosa los preceptos 6º y 16 de la Constitución Federal.

· Lo anterior, al estimar que estaba indebidamente fundamentada y motivada, en tanto que la autoridad responsable se limitó a realizar un análisis de competencia respecto de las autoridades que considera, son las únicas facultadas para determinar si los hechos materia de la averiguación previa en comento constituyen violaciones graves a derechos humanos o delitos de lesa humanidad, sin expresar fundamentalmente las circunstancias y razones para determinar por qué en el caso no opera la excepción prevista en el artículo 14, último párrafo de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, siendo que existen lineamientos de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, como de diversos organismos internacionales especializados al respecto.
· Asimismo, señaló que contrario a lo determinado por la autoridad responsable, de los artículos 6 y 37, fracción I de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, se advierte que el IFAI sí tiene facultades de interpretación que tienen como fin el favorecer el principio de máxima publicidad y disponibilidad de la información en posesión de los sujetos obligados. Interpretación que deberá realizar atendiendo a lo previsto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en los instrumentos internacionales en materia de derechos humanos suscritos por México y a las interpretaciones que de esos ordenamientos hayan realizado los organismos internacionales especializados.

· Indicó que el Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos (IFAI) deberá determinar si el caso se ubica en el supuesto de excepción, es decir si versa sobre violaciones graves a derechos humanos o delitos de lesa humanidad, independientemente del o de los tipos penales por los que la Procuraduría General de la República haya iniciado la averiguación previa de referencia, y determinar si procede o no otorgar la información solicitada por la quejosa; sin que ello signifique que el IFAI invada competencias que no le han sido conferidas legalmente.

· Estimó que resultó incorrecto que el IFAI respaldara la reserva formulada por la Procuraduría General de la República, en términos de lo previsto en el artículo 16 de la Código Federal de Procedimientos Penales, toda vez que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ya se pronunció en cuanto a que la restricción que prevé dicho precepto para el caso de averiguaciones previas, es desproporcional y transgrede el derecho humano de acceso a la información.

· Señaló que contrario a lo manifestado por el citado instituto, del contenido de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, no se advierte que alguno de sus preceptos prevea que debe existir un pronunciamiento previo sobre que el caso es sobre violaciones graves a derechos humanos o crímenes de lesa humanidad, para que entonces el IFAI pueda determinar la procedencia de la excepción de reserva tratándose de averiguaciones previas, 

· En ese tenor, el juzgado de amparo concedió el amparo a la quejosa para el efecto de que la autoridad responsable dejara insubsistente el acto reclamado y con libertad de jurisdicción emitiera uno nuevo de conformidad con los lineamientos precisados en la sentencia de amparo.

25. Recurso de revisión del Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos.
Primer agravio.

· Alega el instituto que el juez de amparo no analizó de forma correcta lo señalado en la resolución reclamada ni lo manifestado en su informe justificado, pues de haberlo hecho se hubiera percatado de que sí se pronunció respecto de las circunstancias y razones para determinar por qué en el caso no era aplicable la excepción prevista en el artículo 14, último párrafo de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental.

· Aduce que lo anterior es así en razón de que en la resolución reclamada se precisó que en el caso no aplicaba la excepción de referencia en atención a que la Procuraduría General de la República, en la substanciación del recurso de revisión señaló que los delitos que se investigaban en la averiguación previa correspondían a delincuencia organizada, homicidio calificado, privación ilegal de la libertad en su modalidad de causar daño, corrupción de personas menores de dieciocho años y homicidio con modificativa agravante de ventaja en grado de tentativa, lo que no corresponde a violaciones graves a derechos humanos o delitos de lesa humanidad.

· Agregó que la investigación de los hechos delictivos se encuentra concluida, por lo que la indagatoria está consignada ante el Poder Judicial de la Federación, para el ejercicio de la acción penal, de conformidad con el artículo 17 del Código Federal de Procedimientos Penales.

· A mayor abundamiento señaló que no obra constancia alguna de pronunciamiento por parte de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos o de cualquier otra autoridad competente para determinar si los hechos investigados constituyen violaciones graves de derechos fundamentales o delitos de lesa humanidad.

· Adujo que en razón de lo anterior, en estricto apego a las disposiciones aplicables en materia de transparencia, el IFAI de manera fundada y motivada determinó que en el presente caso no era aplicable la excepción prevista en el artículo 14, último párrafo de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, circunstancia que fue soslayada por el Juez de distrito y que contrario a lo señalado por este, la resolución reclamada no es violatoria del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

· Señaló que en cuanto a lo determinado por el juez de amparo en el sentido de que el IFAI se limitó a argumentar que carece de facultades para emitir pronunciamiento alguno en torno a la referida excepción, el instituto argumentó que lo anterior fue en atención a lo establecido en la ejecutoria del amparo en revisión 168/2011, emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, quien en su consideración estableció lo siguiente:

a) Que si bien las averiguaciones previas sobre hechos posiblemente constitutivos de graves violaciones a derechos humanos o delitos de lesa humanidad no pueden constituir información reservada, esto no quiere decir que el IFAI cuente con facultades para determinar si se han actualizado las hipótesis antes descritas, ni quienes serían los responsables.

b) Que la determinación de la existencia de violaciones graves de derechos humanos o delitos de lesa humanidad, la realiza la autoridad investigadora.

c) Que cualquier pronunciamiento que realice el IFAI, tendrá la naturaleza prima facie y se circunscribirá a las propias conclusiones de la autoridad investigadora.

· Adujo que para que el IFAI pudiera actualizar la excepción prevista en el artículo 14, último párrafo de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, tendría que hacer un análisis basado en las conclusiones que emitieran las autoridades competentes como la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, las comisiones estatales, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la Corte Penal Internacional o eventualmente el Poder Judicial de la Federación.

· Lo que alegó se robustece con lo resuelto por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, el veintitrés de diciembre de dos mil trece, en la recomendación número 80/2013, en la que realizó un análisis de los hechos ocurridos en el municipio de San Fernando en el año dos mil diez, en los que los hechos no fueron clasificados como violaciones graves a derechos humanos.

· Manifestó que dos de las autoridades competentes para la investigación de violaciones graves a derechos humanos, el Ministerio Público de la Federación y la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, ya se pronunciaron en su respectivas competencias y en ninguna se señaló la existencia de ese tipo de violaciones.

· En esas condiciones estimó que justificó de manera fundada y motivada el por qué no era aplicable la excepción prevista en el artículo 14, último párrafo de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental.

· Asimismo, considera que es incorrecto el pronunciamiento que realizó el Juez de amparo al indicar que el IFAI debe pronunciarse respecto de la multicitada excepción de reserva, independientemente del o de los tipos penales por los que la Procuraduría General de la República haya iniciado la averiguación previa de referencia, ya que el instituto no se puede apartar del análisis de los tipos penales por los que la Procuraduría General de la República haya indagado o de las demás investigaciones de otras autoridades competentes, pues de hacerlos estaría extralimitando las facultades con las que cuenta el instituto, entre las cuales, contrario a lo sostenido por el juez de amparo, no se contempla la posibilidad de que pueda pronunciarse respecto de si la investigación contenida en alguna averiguación previa se refiere a violaciones graves a derechos humanos o no, pues de hacerlo, podría caer en lo absurdo de calificar o reclasificar los delitos que fueron investigados.

· En ese tenor estima que el acto reclamado no viola el principio de máxima publicidad ni el derecho a la información de la quejosa, pues si bien el artículo 6º de la Constitución Federal prevé el derecho de acceso a la información, también lo es que éste al igual que otros derecho no es ilimitado y contempla excepciones para impedir que su ejercicio impida o llegue a bloquear la efectividad de otros derechos.

· Considera que el juzgador de amparo realizó una indebida interpretación de lo resuelto por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el amparo en revisión 173/2012, al señalar que resulta incorrecto que el IFAI respalde la reserva formulada por la PGR en términos de lo previsto en el artículo 16 del Código Federal de Procedimientos Penales, en atención a que el Máximo Tribunal ya declaró que la restricción que prevé dicho precepto para el caso de averiguaciones previas es desproporcional y transgrede el derecho humano de acceso a la información.

· Al respecto alega que si bien es cierto que la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación declaró la inconstitucionalidad de algunos párrafos del artículo 16 del Código Federal de Procedimientos Penales, al determinar que dicho precepto no permite realizar una “prueba de daño” respecto de la información pública que se solicita; también lo es que la referida Sala aclaró que dicha prueba consiste medularmente en la facultad que tiene la autoridad que posee la información solicitada para ponderar y valorar mediante la debida fundamentación y motivación, el proporcionar o no la información, por lo que la limitación debe vincularse con la prueba de daño de una manera objetiva, y en el caso si bien es cierto la PGR clasificó la reserva con fundamento en el artículo 14, último párrafo de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en relación con el diverso 16 del Código Federal de Procedimientos Penales, también lo es que al respecto el instituto hizo “la prueba de daño” al realizar un análisis para determinar el daño que podría causar el dar a conocer el contenido de la averiguación previa solicitado.
· Por lo que alega que si bien es cierto que algunos párrafos del artículo 16 del Código Federal de Procedimientos Penales se declararon inconstitucionales, también lo es que ello no conlleva a que se deba permitir el acceso libre a todas las averiguaciones previas, sino que el motivo de la inconstitucionalidad es para que se permita a la autoridad que posea la información realizar una prueba de daño y con base en eso, determine si se permite o no el acceso a la información solicitada. 

· Al respecto aduce que el juez de distrito no observó que en la resolución reclamada el IFAI sí realizó la ponderación de las causas de clasificación invocadas por el sujeto obligado.

· Además, señala que contrario a lo ordenado por el juez de amparo, el IFAI no puede dejar de aplicar la norma, ya que de conformidad con el artículo 1º de la Constitución General de la República, la autoridades en el ámbito de sus competencias deben interpretar las normas de la forma más favorable a la persona para lograr su protección más amplia, sin que estén facultadas para inaplicar dichas normas. Al efecto citó la tesis de rubro: “AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. NO ESTÁN FACULTADAS PARA INAPLICAR NORMAS QUE ESTIMEN DEROGADAS POR EL ARTÍCULO NOVENO TRANSITORIO DEL DECRETO DE REFORMA CONSTITUCIONAL PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 10 DE JUNIO DE 2011.”

Segundo agravio.

· Aduce que la ejecutoria de amparo incumple con lo ordenado en los artículos 74 y 75 de la Ley de Amparo, que consagran los principios de congruencia y exhaustividad, ya que no establece en sus argumentos una norma precisa o el ordenamiento aplicable, lo que genera incertidumbre, pues no especifica qué disposición deberá limitarse a interpretar el instituto para conocer si pugna con la Constitución Federal o los instrumentos internacionales.

· Señala que el instituto sólo está facultado para interpretar en el orden administrativo la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, y no diversos ordenamiento, pues de hacerlo contravendría lo dispuesto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en la referida ley.

· Por otra parte aduce que le genera agravio lo establecido en la sentencia de amparo en cuanto señala que de la lectura de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, no se advierte en ninguno de sus preceptos que deba existir un pronunciamiento previo sobre el caso para que el Instituto pueda determinar la procedencia de la excepción de reserva.

· En consideración del instituto si bien es cierto no existe ley que prevea tal situación, el sustento se encuentra en la ejecutoria del amparo en revisión 168/2011, emitido por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que señaló que la determinación de la existencia de violaciones graves de derechos humanos o de delitos de lesa humanidad, la realizará la autoridad investigadora y cualquier pronunciamiento que realice el IFAI deberá circunscribirse a la propias conclusiones de la autoridad investigadora.

· Finalmente señala que el juez de amparo varió la litis ya que la quejosa en todo momento mencionó que en la averiguación previa de referencia aplicaba la excepción de reserva por tratarse de violaciones graves a derechos humanos y no así por delitos de lesa humanidad, lo que se traduce en que la sentencia de amparo carezca de una debida congruencia, exhaustividad, fundamentación y motivación.

26. Recurso de Revisión de la Procuraduría General de la República:
Primer agravio.
· Alega que la resolución de amparo no está debidamente fundada ni motivada ya que el juez de distrito indebidamente resolvió el asunto con base en la tesis aislada de rubro “DERECHO A LA INFORMACIÓN. ACCESO A LAS AVERIGUACIONES PREVIAS QUE INVESTIGUEN HECHOS QUE CONSTITUYAN GRAVES VIOLACIONES A DERECHOS HUMANOS O DELITOS DE LESA HUMANIDAD”, y debió haber tomado en consideración que si bien en esa tesis se determinó que el artículo 16 del Código Federal de Procedimientos Penales es desproporcional y transgrede el derecho humano de acceso a la información, lo cierto es que se trata de una tesis aislada, la cual conforme al sistema jurídico mexicano y al artículo 217 de la Ley de Amparo interpretado a contrario sensu, únicamente sirve como criterio orientador, ya que al no constituir jurisprudencia no es de observancia obligatoria, contraviniendo los principios de legalidad, certeza y seguridad jurídica y violentando el estado de derecho que los jueces están obligados a observar de oficio.

· Agrega que si bien no existe impedimento en que un tribunal inferior apoye su resolución en una tesis aislada, eso no le exime de cumplir con la debida fundamentación y motivación que justifique su determinación.

· Señala que el juzgador de amparo no debió pasar por alto los principios establecidos en la Constitución Federal, los tratados internacionales y la leyes del Congreso de la Unión, que son Ley Suprema de la Unión, tales como el de confidencialidad y la reserva de información de la investigación o proceso respectivo en la averiguación previa, a fin de no poner en riesgo los derechos de las víctimas y los terceros, como son la integridad y la propia vida, tutelados en la Ley General de Víctimas que reglamenta el artículo 17 y 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

· Alega que en la resolución recurrida se debió justificar por qué a su criterio resultaba aplicable la tesis aislada de rubro “DERECHO A LA INFORMACIÓN. ACCESO A LAS AVERIGUACIONES PREVIAS QUE INVESTIGUEN HECHOS QUE CONSTITUYAN GRAVES VIOLACIONES A DERECHOS HUMANOS O DELITOS DE LESA HUMANIDAD”, ya que en su consideración esa tesis no es aplicable.
Segundo Agravio.
· Aduce que el juez de distrito no llevó a cabo una fijación clara y precisa del acto reclamado, que estuviera concatenado con las pruebas, hechos y manifestaciones que se hicieron valer en el juicio por las partes, lo que en consecuencia dio lugar a emitir una sentencia incongruente, pues por una parte la litis se circunscribió al hecho de que los comisionados del IFAI determinaron procedente confirmar la reserva de solicitud de acceso a la información por los mismos motivos y fundamentos de la PGR; y por otra parte la litis fue en torno a considerar que el IFAI no tiene atribuciones para calificar si determinados hechos constituyen violaciones graves de derechos humanos o delitos de lesa humanidad, lo que le impide determinar que se actualice la excepción a la reserva de acceso a la información y no obstante esto, el juez concluyó que el IFAI cuenta con facultades para interpretar si en el caso opera la excepción de reserva prevista en el artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en términos del artículo 37 de la referida ley.

· Estima que en la resolución recurrida incorrectamente y de manera implícita se reconoció que los hechos respecto de los cuales se solicita el acceso a la información, constituyen violaciones graves a derechos humanos o delitos de lesa humanidad al determinar que en el caso no era aplicable la reserva de información prevista en el artículo 16 de la Constitución General de la República.
· Señala que la sentencia es contraria al principio de exhaustividad dado que el juez de distrito no atendió todos los argumentos que tanto la PGR como el IFAI, hicieron valer en el juicio de amparo.

Tercer agravio.
· Aduce que en la sentencia recurrida se realizó un estudio parcial, incorrecto e incompleto, ya que en ella se estableció que no se advirtió la existencia de precepto alguno que prevea que debe existir un pronunciamiento previo sobre el caso en específico para que entonces el instituto pueda determinar la procedencia de la excepción de reserva, siendo que el IFAI tiene una imposibilidad al respecto, prevista en los artículo 1º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 33, 34 y 37 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, que señalan que el IFAI en el ámbito de su competencia sólo está facultado para tutelar los derechos humanos de acceso a la información pública y proteger los datos personales en el ámbito administrativo y por tanto no puede calificar si existen violaciones graves a derechos humanos o delitos de lesa humanidad.

· Concluye manifestando que si el IFAI determinara tal cuestión, contravendría lo dispuesto en la Constitución Federal, en el Código Penal Federal, Código Federal de Procedimientos Penales y la Ley de la Comisión Nacional de Derechos Humanos, en los cuales se encuentran establecidos los medios y autoridades idóneas para efectuar la valoración y determinación mencionada, y es hasta que éstas se pronuncien, cuando el IFAI está en posibilidad de hacer efectiva la excepción de reserva prevista en la parte final del artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental. 

27. Recurso de revisión adhesiva interpuesto por **********.
Primer Agravio.

· Aduce que la resolución recurrida atiende a los principios de legalidad y seguridad jurídica conforme al artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que está debidamente fundada y motivada.

· Señala que respecto del agravio en el que la Procuraduría General de la República, se duele de la aplicación de las tesis aisladas por no ser vinculantes y que es aplicable la reserva de acceso a la información de las averiguaciones previas contenida en el artículo 16 del Código Federal de Procedimientos Penales y en las fracciones I y III del artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información, el juez de distrito advirtió que el IFAI violó la garantía de seguridad jurídica y el derecho de acceso a la información pública, al estimar que de conformidad con el artículo 6º de la Constitución Federal toda la información en manos de la autoridad es pública y solamente puede limitarse por causa de interés público y protección de datos personales.

· Agrega que el juez de amparo precisó que las reservas de acceso a la información se encuentran claramente definidas en los artículos 13 y 14 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental y que el propio artículo 14 establece la excepción cuando la información inicialmente reservada verse sobre investigaciones de violaciones graves a derechos o delitos de lesa humanidad. 

· Además, señala que si bien el artículo 16 del Código Federal de Procedimientos Penales establece una reserva absoluta respecto de las averiguaciones previas, la Suprema Corte de Justicia ha determinado que es desproporcional pues la restricciones de un derecho humano como el de acceso a la información debe basarse en un análisis casuístico previo a una prueba de daño, además de que la ley especial de la materia, es decir, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental prevé una excepción.

· Asimismo manifiesta que el IFAI es la autoridad facultada conforme al artículo 37 de la Ley Federal de Acceso a la Información Pública Gubernamental, para interpretar cuestiones relativas al acceso a la información en el orden administrativo, sin que sea necesario el pronunciamiento previo de alguna autoridad toda vez que no existe normatividad que señale tal afirmación, por lo que considera que en el caso el IFAI debió determinar si aplicaba la excepción de reserva prevista en el último párrafo de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental.

· Señala que de lo anterior se colige que contrario a lo manifestado por la Procuraduría General de la República, el juez fundó y motivó su actuar de forma adecuada ya que en todo momento invocó la normatividad aplicable al caso concreto y si bien utilizó los criterios de interpretación de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sobre la inconstitucionalidad del artículo 16 del Código Federal de Procedimientos Penales y la aplicación del último párrafo del artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, lo hizo a fin de robustecer su fundamentación y motivación, ya que estos criterios no representan la totalidad de la fundamentación vertida dentro de la sentencia recurrida ya que también aplicó preceptos constitucionales y legales que garantizan el derecho de acceso a la información, además de que en términos de lo dispuesto por el artículo 223 de la Ley de Amparo, la tesis que subsiste como único precedente no pierde su carácter de criterio o precedente aplicable a casos similares en tanto no ha sido interrumpida por otra ejecutoria que sostenga un criterio en sentido contrario.

· Indica que el criterio del Juez de distrito cumple con los principios de interpretación conforme y pro persona, además de que actualiza el principio de progresividad en materia de derechos fundamentales, lo que se traduce en una garantía mayor del derecho de acceso a la información.

· Aduce la recurrente que contrario a lo alegado por la PGR en cuanto a que la resolución recurrida no fijó de manera clara y precisa el acto reclamado, la sentencia de amparo si lo precisó atendiendo al principio de exhaustividad y congruencia conforme a lo dispuesto en artículo 17 de la Constitución General de la República.

· Alega que es incorrecto lo manifestado por la PGR, en cuanto a que el juez de distrito afirmó la existencia de violaciones graves a derecho humanos, ya que la resolución recurrida en ninguna parte realiza tal afirmación, sino que se advirtió que las reservas de averiguaciones previas tienen una excepción prevista en el último párrafo del artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, y que el IFAI como intérprete de esa ley, debió determinar si en el caso concreto aplica o no dicha excepción de reserva.

Segundo Agravio.
· Manifiesta que contrario a lo señalado por el Instituto Federal de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, en la resolución recurrida sí se tomaron en cuenta las consideraciones vertidas por este instituto en el acto reclamado y en su informe justificado, sin embargo éstas fueron declaradas infundadas toda vez que el instituto realizó una interpretación restrictiva del derecho de acceso a la información y fue más allá de lo que dicta la propia norma al determinar que era necesario contar con un pronunciamiento previo de autoridad competente sobre la existencia de violaciones graves a derechos humanos a fin de aplicar lo dispuesto en el último párrafo del artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental. Por lo que el juez de distrito sí consideró sus argumentos sin embargo estimó que no eran suficientes para restringir el derecho de acceso a la información de la quejosa.

· Más adelante señala que la autoridad responsable trata de crear confusión al cambiar el sentido de lo señalado por esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la sentencia 168/2011 relativa a la facultad del IFAI para determinar prima facie la existencia de violaciones graves a derechos humanos para efectos del acceso a la información pública de una averiguación previa, al señalar que dicho pronunciamiento se tiene que circunscribir a las conclusiones de la autoridad investigadora. Al respecto, señala la recurrente que como se lee de tal ejecutoria la referida Sala no advirtió sobre el momento en el que se llevaría a cabo dicho pronunciamiento, sin embargo sí fue clara al determinar que el IFAI puede pronunciarse prima facie sobre la existencia de dichas violaciones y precisamente para esto señaló una serie de criterios y lineamientos que se deben seguir a fin de aplicar la excepción de reserva dispuesta en el último párrafo del artículo 14 de la Ley Federal de Acceso a la Información Pública Gubernamental, por lo que si bien el instituto no es la autoridad competente para determinar de forma definitiva si un hecho se enmarca en un tipo penal y quienes son los responsables, sí puede pronunciarse prima facie sobre los hechos.

· De lo anterior, aduce que la resolución recurrida en ningún momento faltó al principio de legalidad.

Tercer agravio.

· Alega la recurrente que la resolución recurrida limita las facultades del IFAI a un mero control de legalidad dejando de considerar la obligación de este órgano garante de ejercer un control de constitucionalidad y convencionalidad conforme a lo dispuesto en los artículo 1º y 6º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

· Considera lo anterior en razón de que el juez de distrito señaló que el análisis que el IFAI debió hacer para determinar la aplicación de la excepción de la reserva dispuesta en el último párrafo del artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental era de mera legalidad, limitándose a determinar las disposiciones específicamente aplicables y fijar su interpretación legal de conformidad con la Constitución Federal y los tratados internacionales; siendo que de conformidad con el artículo 1º del ordenamiento antes señalado, todas la autoridades dentro del ámbito de sus competencias se encuentran obligadas a llevar a cabo un control de convencionalidad cuando se trata de normas relativas a derechos humanos y favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia.

· Señala además que dado el tema sobre el que versa el presente recurso de revisión, existen algunas materias específicas que refuerzan las obligaciones constitucionales previstas en el artículo 1º en las que el legislador secundario ha otorgado un reconocimiento expreso a los criterios interpretativos realizados por órganos especializados de los tratados que México ha ratificado, aun en aquellos casos en los cuales el Estado Mexicano no fue parte en el litigio. Tal es el caso del acceso a la información pública, como se desprende de la lectura integral de los artículos 6 y 37, fracción I, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental.

· Por lo que insiste que el IFAI en el ámbito de sus competencias tiene la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar el derecho de acceso a la información ejerciendo un control de convencionalidad, otorgando así la protección más amplia y extensiva del derecho de acceso a la información, observando en todo momento el principio pro persona.

· Agrega que de acuerdo al artículo 6º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el derecho a la información debe ser garantizado por el Estado reconociendo que toda la información en sus manos es pública y que sólo podrá ser reservada temporalmente por razones de interés público y seguridad nacional en los términos que fijen las leyes; que los procedimientos de acceso a la información deben ser expeditos y que este derecho humano debe ser interpretado conforme al principio de máxima publicidad.

· Finaliza señalando que el IFAI en el acto reclamado no realizó una interpretación del derecho de acceso a la información conforme a su sentido más amplio, por lo que viola los artículo 1º y 6º de la Constitución General de la República, el artículo19 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el artículo 19 de Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el artículo 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

28. Solicitud del ejercicio de la facultad de atracción. En su escrito, **********, solicita a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación el ejercicio de la facultad de atracción para conocer del amparo en revisión **********, del índice del Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, interpuesto en contra de la sentencia de trece de marzo de dos mil catorce, dictada por el Juez Sexto de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal, en el juicio de amparo **********.
29. Al efecto, señala que el caso en estudio es de interés y trascendencia por lo siguiente:
· Se precisaría si el Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos tiene la facultad para determinar prima facie violaciones graves a derechos humanos.

· Se avanzaría en la integración de jurisprudencia por reiteración de criterios relativos a los siguientes temas:

· Publicidad de averiguaciones previas que investiguen violaciones graves a derechos humanos o delitos de lesa humanidad, de conformidad con la excepción de reserva de información prevista en el artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental; 
· Lineamientos para determinar hechos como violaciones graves a derechos humanos o delitos de lesa humanidad; 
· El carácter desproporcional de la reserva absoluta de la información contenida en averiguaciones previas prevista en el artículo 16 del Código Federal de Procedimientos Penales.

· Se establecerían los elementos para garantizar el derecho a la información en casos de violaciones graves a derechos humanos y delitos de lesa humanidad por estar íntimamente relacionados con el derecho a la verdad.

30. Requisitos para el ejercicio de la facultad de atracción. En primer lugar, cabe destacar que la reforma constitucional al artículo 107, publicada el diez de agosto de mil novecientos ochenta y siete, en vigor a partir del quince de enero de mil novecientos ochenta y ocho, tuvo como propósito fundamental acabar con el problema del rezago en asuntos de la competencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para lo cual se propuso la descentralización de la función jurisdiccional federal, determinándose al efecto que la competencia del Alto Tribunal Federal no se fundara ni en la cuantía, ni en la importancia jurídica de los problemas planteados en la vía de amparo, sino en la función de intérprete definitivo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, asignando a los Tribunales Colegiados de Circuito el control de la legalidad de los actos de autoridad.

31. Así, con motivo de las reformas al artículo 107, de la Constitución General de la República, se propuso que, de los amparos directos que proceden, no sólo contra sentencias definitivas o laudos, sino también contra las resoluciones que pongan fin al juicio, conozcan los Tribunales Colegiados de Circuito, por involucrar normalmente problemas de legalidad; destacándose la adición de un párrafo final a la fracción V y al penúltimo párrafo, de la fracción VIII, del citado artículo 107, para conceder a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la facultad de atracción respecto de los amparos directos y de los amparos en revisión de la competencia de los Tribunales Colegiados de Circuito, cuando por su importancia o especial entidad, aquélla estime que debe conocer de tales asuntos, bien de oficio o a petición fundada del Tribunal Colegiado de Circuito o del Procurador General de la República.

32. De igual forma, cabe destacar que la finalidad de las reformas realizadas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicadas en el Diario Oficial de la Federación, el treinta y uno de diciembre de mil novecientos noventa y cuatro, entre otras, fue avanzar en la consolidación y fortalecimiento de la Suprema Corte de Justicia de la Nación como Tribunal de Constitucionalidad, según se aprecia de la iniciativa presentada por el Jefe del Ejecutivo Federal a la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión.

33. Respecto de la facultad de atracción, en la discusión del proyecto de reformas aludido se propusieron diversas modificaciones, entre las cuales destaca la relativa a la nueva redacción del último párrafo, de la fracción V, del artículo 107 constitucional, relacionado con las características que deben reunir los asuntos que ameritan atraerse por la Suprema Corte, modificación que se aprobó por el órgano legislativo, para sustituir el término: "por sus características especiales", por el de: "que por su interés y trascendencia así lo ameriten".
34. El veintiséis de mayo de mil novecientos noventa y cinco, se publicó en el Diario Oficial de la Federación la Ley Orgánica del Poder Judicial Federal vigente, que abrogó la anterior de cinco de enero de mil novecientos ochenta y ocho y sus reformas, la cual reiteró la tarea primordial de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, consistente en salvaguardar la supremacía normativa constitucional.

35. Lo anterior permite concluir que mediante las reformas de referencia se han establecido una serie de directrices lo suficientemente genéricas, que obligan a que sea la propia Suprema Corte de Justicia de la Nación la que discrecionalmente decida si determinados amparos directos o amparos en revisión que, debido precisamente a la restricción de su ámbito competencial, adquieren aspectos de interés y trascendencia que los hacen especiales respecto de los demás asuntos de su género, y merecen que sean del conocimiento del Alto Tribunal.

36. Ahora bien, ni la Constitución ni la Ley de Amparo, definen ni dan elementos indubitables para determinar cuándo se está en presencia de asuntos de interés e importancia o de características especiales.

37. En consecuencia, es lógico inferir, que el Poder Reformador de la Constitución y el legislador ordinario consideraron que debe ser la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la que a través de los asuntos que ante ella se ventilan, establezca criterios que vayan construyendo el marco jurídico sobre el cual se debe regir el ejercicio de la facultad de atracción, como en la realidad ha acontecido, según se demuestra con los criterios que sobre el tema ha pronunciado este Alto Tribunal.

38. Al respecto, son aplicables la tesis de jurisprudencia 2a./J. 123/2006
, 2a./J. 143/2006
, emitidas por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, las que se comparten y que contienen el rubro y texto siguientes: 

“ATRACCIÓN. PARA EJERCER ESTA FACULTAD EN AMPARO EN REVISIÓN, LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN DEBE TOMAR EN CUENTA LAS PECULIARIDADES EXCEPCIONALES Y TRASCENDENTES DEL CASO PARTICULAR Y NO SOLAMENTE SU MATERIA. El ejercicio de la facultad de atracción, conforme al artículo 107, fracción VIII, inciso b), segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tiene sustento en el interés y trascendencia del asunto de que se trate, lo que revela que éste debe revestir una connotación excepcional a juicio de la Suprema Corte. Por tanto, la materia del asunto, por sí misma, no puede dar lugar a que se ejerza la facultad de atracción, pues bastaría que cualquier otro asunto versara sobre el mismo tópico para que también tuviera que ejercerse la facultad de mérito. Lo anterior es así, porque la finalidad perseguida por el Constituyente al consagrar esta competencia singular no ha sido la de reservar cierto tipo de asuntos al conocimiento del Tribunal Supremo, sino la de permitir que éste conozca solamente de aquellos casos que, por sus peculiaridades excepcionales y trascendentes, exijan de su intervención decisoria.”

“FACULTAD DE ATRACCIÓN. EL INTERÉS Y TRASCENDENCIA QUE JUSTIFICAN SU EJERCICIO SON DE ÍNDOLE JURÍDICA. “Los conceptos ‘interés y trascendencia’ incorporados a la fracción V del artículo 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, como requisitos que justifican el ejercicio de la facultad de atracción por parte de la Suprema Corte de Justicia de la Nación para conocer de los juicios de amparo directo, son de índole jurídica, en cuanto se orientan a calificar un asunto que por los problemas jurídicos planteados, dada su relevancia, novedad o complejidad, requieren de un pronunciamiento del Máximo Tribunal del país; de tal suerte que el criterio que llegara a sustentarse en el asunto atraído repercutirá de manera excepcionalmente importante en la solución de casos futuro.”

39. Así también, es aplicable la tesis aislada 1a.XXXIII/99
, sustentada por esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuyo rubro y texto se transcribe a continuación:

“ATRACCIÓN, FACULTAD DE. REQUISITOS PARA QUE LAS SALAS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN PUEDAN EJERCERLA. El texto de la tesis es: “De lo establecido en los artículos 107 fracción VIII inciso b) penúltimo párrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 84 fracción III de la Ley de Amparo y 21 fracción II inciso b) de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en cuanto establece la facultad de las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación de ejercer la facultad de atracción respecto de los amparos en revisión que por su interés y trascendencia así lo ameriten, se concluye que el ejercicio de ese derecho requiere, necesariamente, de dos requisitos, a saber: a) que el asunto de que se trate resulte de interés, entendido éste como aquel en el cual la sociedad o los actos de gobierno, por la conveniencia, bienestar y estabilidad, motiven su atención por poder resultar afectados de una manera determinante con motivo de la decisión que recaiga en el mismo; y b) que sea trascendente, en virtud del alcance que, significativamente, puedan producir sus efectos, tanto para la sociedad en general, como para los actos de gobierno.”

40. De donde esta Primera Sala llega a la conclusión de que la facultad de atracción se rige por los criterios jurídicos siguientes:

· Es ejercida solamente por el Pleno y las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, conforme a sus respectivas competencias.

· Su ejercicio es discrecional y restrictivo, por tanto, excluye que se haga en forma arbitraria o caprichosa.

· Sólo puede ejercerse cuando se funde en razones que no podrían darse en la mayoría o en la totalidad de los asuntos.

· Su ejercicio no puede depender de situaciones temporales o contingentes, sino que debe derivar de la naturaleza misma del asunto.

41. De lo expuesto, se observa que esencialmente debe ser la prudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación la que vaya señalando, a través de sus criterios, el marco que debe regir el ejercicio de la facultad de atracción.

42. Por otra parte, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha señalado que esta facultad es un medio excepcional de control de legalidad establecido por la Constitución Federal, mediante el cual este Alto Tribunal puede atraer asuntos que si bien en principio, no son de su competencia originaria, sí revisten dos requisitos esenciales: a) “interés” e “importancia” y b) “trascendencia”. 

43. Lo anterior, de conformidad con el criterio sustentado en la tesis de jurisprudencia 1a./J. 27/2008
, de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro y texto siguientes:

“FACULTAD DE ATRACCIÓN. REQUISITOS PARA SU EJERCICIO. La facultad discrecional de atracción es el medio excepcional de control de la legalidad con rango constitucional con el que cuenta la Suprema Corte de Justicia de la Nación para atraer asuntos que, en principio, no son de su competencia originaria, pero que revisten interés y trascendencia. Ahora bien, con el objeto de establecer un criterio que sistematice y defina hacia el futuro el marco en el que debe ejercerse dicha facultad, y  tomando  en  cuenta  que  pueden distinguirse elementos de carácter cualitativo y cuantitativo para determinar si se actualiza o no su ejercicio, se estima necesario utilizar los conceptos ‘interés’ e ‘importancia’ como notas relativas a la naturaleza intrínseca del caso, tanto jurídica como extrajurídica, para referirse al aspecto cualitativo, y reservar el concepto ‘trascendencia’ para el aspecto cuantitativo, para así reflejar el carácter excepcional o novedoso que entrañará la fijación de un criterio estrictamente jurídico. Además, la trascendencia se deriva de la complejidad sistémica que presentan algunos asuntos por su interdependencia jurídica o procesal; esto es, aquellos que están relacionados entre sí de tal forma que se torna necesaria una solución que atienda a las consecuencias jurídicas de todos y cada uno de ellos. Así, para ejercer la facultad establecida en el artículo 107, fracciones V, inciso d), segundo párrafo, y VIII, inciso b), segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, deben acreditarse, conjuntamente, los siguientes requisitos: 1) que a juicio de este Alto Tribunal, la naturaleza intrínseca del caso permita que éste revista un interés superlativo reflejado en la gravedad del tema, es decir, en la posible afectación o alteración de valores sociales, políticos o, en general, de convivencia,  bienestar  o  estabilidad  del   Estado mexicano relacionados con la administración o impartición de justicia; y 2) que el caso revista un carácter trascendente reflejado en lo excepcional o novedoso que entrañaría la fijación de un criterio jurídico trascendente para casos futuros o la complejidad sistémica de los mismos, también a juicio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación”.
44. En ese sentido debe decirse que se está en presencia de un asunto de interés y trascendencia, cuando el problema jurídico que debe dilucidarse es excepcional, esto es, que por su relevancia, novedad o complejidad se distingue de la generalidad de los juicios de amparo directo que ordinariamente son del conocimiento de los Tribunales Colegiados de Circuito. En estos casos, por la propia naturaleza del problema jurídico, es claro que el criterio que se sustente puede repercutir en la solución de casos futuros o impactar de manera importante en la sociedad, lo que justifica un pronunciamiento destacado de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación.
45. Una vez señalado lo anterior, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación estima ejercer la facultad de atracción para llevar a cabo el análisis del amparo en revisión ********** del índice del Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, en razón de que cumple con los requisitos de interés, importancia y trascendencia para que esta Suprema Corte de Justicia conozca del asunto.
46. Esto, en razón de que el presente caso deriva de los hechos relativos a la masacre de setenta y dos migrantes en San Fernando, Tamaulipas en el año dos mil diez y debido a la existencia de argumentos jurídicos encontrados entre los manifestados en la sentencia de amparo y los expresados en los recursos de revisión, respecto de la reserva de acceso a la información tratándose de averiguaciones previas cuando se presuman violaciones graves de derechos humanos o delitos de lesa humanidad, lo que tendría que analizar esta Suprema Corte de Justicia de la Nación si atrae el conocimiento del caso, cuestiones que son de interés y trascendencia debido a la complejidad, novedad e interés superlativo de los temas que plantea.
47. En efecto, el asunto plantea la resolución de una diferencia sustancial de argumentos entre la parte quejosa y las autoridades recurrentes, que son la Procuraduría General de la República y el Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos, sobre la interpretación y debida aplicación del artículo 16 del Código Federal de Procedimientos Penales, por un lado, y el artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, por otro. Esto es, sobre la excepción a la regla general de reserva de la información tratándose de averiguaciones previas, concretamente, cuando existan violaciones graves a derechos humanos o crímenes de lesa humanidad.
48. En ese sentido, se estima que de conocer del asunto, esta Suprema Corte estaría en posibilidad de dar un contenido constitucionalmente válido a las normas referidas, así como determinar la forma en que deben conjugarse y armonizarse sus respectivas exigencias jurídicas para que el resultado sea congruente con el contenido del artículo 6° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que prevé el derecho de acceso a la información.
49. Así, a través de la resolución del asunto, se podría analizar el alcance y los límites de las facultades de decisión de las instancias  encargadas de garantizar la transparencia en la actuación de entidades y dependencias gubernamentales, y la manera en que se relacionan con las facultades de los jueces constitucionales. 
50. Por lo que si esta Suprema Corte de Justicia de la Nación decide hacer ejercicio de la facultad de atracción y el asunto cumple con los requisitos procesales para ello, se analizarían los siguientes temas:
a) ¿Cómo debe interpretarse la excepción a la regla general de reserva de la información integrada en averiguaciones previas, prevista en el artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental?

b) ¿En relación con lo anterior, cuándo existen violaciones graves a derechos humanos? 

c) ¿Qué órganos tienen facultades para determinar la clasificación de la naturaleza de ciertas informaciones, como puede ser la reserva en averiguaciones previas? 

d) ¿Qué órganos están facultados para determinar cuándo se está frente a un caso que involucre violaciones graves a derechos humanos o crímenes de lesa humanidad, que actualice la excepción prevista en el artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental?

e) ¿Está facultado el IFAI para realizar una determinación prima facie para efectos de brindar o no acceso a la información?, o ¿Debe existir necesariamente un pronunciamiento previo de la autoridad investigadora que califique si los hechos respecto de los cuales se solicita información perteneciente a una averiguación previa constituyen violaciones graves a derechos humanos y/o delitos de lesa humanidad? 

f) ¿Cuáles tendrían que ser los parámetros o estándares a seguir para estimar actualizada la excepción prevista en el artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental?

g) De permitirse el acceso a la información a una versión pública de una averiguación previa estando la investigación en curso, ¿se corre el peligro de reclasificar los delitos o prejuzgar sobre la calificación de los tipos penales y las consecuencias jurídicas relacionadas con los hechos delictivos, afectando la administración e impartición de justicia?

h) ¿Es un impedimento para permitir el acceso a la información solicitada, que la investigación de los hechos delictivos se encuentre concluida y consignada ante el Poder Judicial de la Federación para el ejercicio de la acción penal?

i) ¿Cuáles son los elementos para garantizar el derecho a la información en casos de violaciones graves a derechos humanos y delitos de lesa humanidad y su relación con el derecho a la verdad?

51. Además de lo anterior, se estima que el presente asunto tiene implicaciones en el ámbito social y político del Estado democrático mexicano, por ser un elemento de éste el acceso a la información pública, por lo que su resolución podría llevar a fijar un criterio normativo importante y trascendente para la construcción de jurisprudencia relevante en relación con este derecho. 
52. En este tenor, a reserva de lo que finalmente proceda una vez que se haya realizado el estudio cuidadoso del caso, el conocimiento de los recursos de revisión puede derivar en que esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, origine, revise o consolide criterios sobre el grado de secrecía o confidencialidad que pueden tener las actuaciones de las autoridades ministeriales en averiguaciones previas ya sea en curso o una vez consignada ante el poder judicial, sobre las hipótesis en que las autoridades encargadas de investigar y perseguir los delitos deben transparentar su labor a los ciudadanos y, en términos más generales, sobre el derecho de acceso a la información previsto en el artículo 6° de la Constitución Federal y el llamado derecho a la verdad en casos de violaciones graves a derechos humanos. 
53. No pasa desapercibido que en sesión correspondiente al día tres de septiembre de dos mil catorce, de esta Primera Sala, se resolvió por unanimidad de votos, la facultad de atracción 370/2014, bajo la ponencia del Ministro José Ramón Cossío Díaz, asunto que plantea los mismos temas que el presente caso. No obstante, se estima que esto no es obstáculo para que esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación haga ejercicio de la facultad de atracción, ya que el precedente ayudaría en la creación de jurisprudencia, es decir de un criterio con carácter obligatorio para preservar la unidad en la interpretación de las normas anteriormente señaladas, fijando su verdadero sentido y alcance, garantizando además el principio constitucional de seguridad jurídica, en un tema de la mayor relevancia como lo es el derecho acceso a la información.
54. Cabe señalar que la determinación de ejercer la facultad de atracción, no implica prejuzgar sobre el fondo del asunto; pues el hecho de que concurran los requisitos de importancia y trascendencia no significa que este órgano jurisdiccional determine que los agravios que se exponen en contra de la sentencia recurrida sean fundados, infundados o inoperantes.
55. Sirve de sustento a lo anterior la jurisprudencia 1a./J. 24/2013
 de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro y texto siguientes:
“FACULTAD DE ATRACCIÓN. LAS RAZONES EMITIDAS POR LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN PARA EJERCERLA NO SON DE ESTUDIO OBLIGADO AL ANALIZARSE EL FONDO DEL ASUNTO. “Las razones emitidas por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación para ejercer la facultad de atracción de un caso no son de estudio obligado al analizarse el fondo del asunto, porque la naturaleza de dicha facultad es la de un estudio preliminar que tiene como fin determinar si un amparo directo o uno en revisión reúne los requisitos constitucionales de "interés" y "trascendencia", para que el alto tribunal pueda arribar a una conclusión informada en relación con la naturaleza intrínseca de un asunto y así fallar respecto a si debe atraerse o no. Además, al analizar un amparo directo o uno en revisión, la Primera Sala puede encontrarse, por un lado, con una barrera insuperable como sería una causal de improcedencia, lo que impediría entrar al fondo del asunto y obligaría a apartarse de las razones esgrimidas para atraerlo, ya que las causales de improcedencia constituyen una cuestión de orden público y, por otro, con problemas no advertidos o con vertientes distintas del mismo problema a las señaladas en la sentencia que determina el ejercicio de la facultad de atracción”.

VI. DECISIÓN

56. Por lo anterior, esta Primera Sala concluye que se reúnen las exigencias requeridas por el artículo 107, fracción VIII, penúltimo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por lo que es procedente ejercer la facultad de atracción para conocer del amparo en revisión **********, del índice del Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito.
57. En consecuencia, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
R E S U E L V E:
PRIMERO. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ejerce la facultad de atraer para su conocimiento el amparo en revisión **********, del índice del Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito.

SEGUNDO. Devuélvanse los autos a la Presidencia de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para los efectos legales correspondientes.

Notifíquese, cúmplase y, en su oportunidad, archívese el expediente como asunto concluido.
Así lo resolvió la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por unanimidad de votos de los señores Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas (Ponente), y Presidente Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena.
Firman el Ministro Presidente de la Primera Sala y la Ministra Ponente con el Secretario de Acuerdos, que autoriza y da fe.

PRESIDENTE DE LA PRIMERA SALA:

MINISTRO ALFREDO GUTIÉRREZ ORTIZ MENA.

PONENTE:

MINISTRA OLGA SÁNCHEZ CORDERO DE GARCÍA VILLEGAS.

SECRETARIO DE ACUERDOS:

LIC. HERIBERTO PÉREZ REYES.
En términos de lo previsto en el artículo 3°, fracción II, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión pública se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos.

� Lo que se desprende de las constancias que obran en las fojas 2 a 81 del cuaderno de amparo indirecto **********.


� Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIV, Novena Época, Noviembre de 2006, pág. 195.


� Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIV, Novena Época, Octubre de 2006, pág. 335.


� Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo X, Novena Época, Noviembre de 1999, pág. 421.


� Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVII, Novena Época, Abril de 2008, pág. 150.


� Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVIII, marzo de 2013, tomo 1, p. 400.
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